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Hechos: Mediante juicio de amparo indirecto los quejosos reclamaron la 

inconstitucionalidad de los artículos 125, 130, fracción IV, y 132 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, los cuales reconocen como ingreso el incremento 

patrimonial que representa para el adquirente del bien inmueble la diferencia 

existente entre el avalúo y el precio pactado en el acto de enajenación cuando 

dicha diferencia sea equivalente o superior al 10%. El Juez de Distrito mediante 

sentencia de 23 de abril de 2025, determinó sobreseer en el juicio. Dicha 

resolución fue impugnada, mediante recurso de revisión, tanto por la quejosa 

como por las autoridades recurrentes adhesivas y resuelto por el Tribunal 

Colegiado del conocimiento en el sentido de revocar la sentencia recurrida, 

sobreseer en el juicio por lo que toca a los artículos 22, 73, 79, 114, 115, 117, 

118, 120, 122, 271, 273, 275 bis, 275 ter, 289, 290, 292 y 293 del Código Fiscal 

de la Ciudad de México y 126, 130 fracciones I, II, III y V, y 131 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta vigentes en el año 2025; no amparar ni proteger a los 

quejosos contra los artículos 112, 113 y 116 del Código Fiscal de la Ciudad de 

México vigente en el año 2025, amparar y proteger a los quejosos contra el 

artículo 196, fracción I, inciso a), del Código Fiscal de la Ciudad de México 

vigente en el año 2025; declarar infundados los recursos de revisión adhesivos; 

y dejar a salvo la jurisdicción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 

que resuelva el tema de constitucionalidad respecto de los artículos 125, 130 

fracción IV, y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
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AMPARO EN REVISIÓN 384/2025 

QUEJOSO Y RECURRENTE: **********. 

AUTORIDADES RECURRENTES 
ADHESIVAS: **********. 

 

VISTO BUENO 
SR. MINISTRO 
PONENTE: MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO 
 
COTEJÓ 
SECRETARIO: JUSTINO BARBOSA PORTILLO 
COLABORÓ: GINA HUERTA MARTÍNEZ 
 

 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al 

***************************, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 384/2025, promovido en 

contra del fallo dictado el 23 de abril de 2025, por el Juzgado Cuarto de Distrito 

en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo 

indirecto **********. 

 

El problema jurídico a resolver por este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en caso de que se cumplan los requisitos procesales 

correspondientes, consiste en determinar si los artículos 125, 130, fracción IV, y 

132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vulnera los principios de equidad y 

proporcionalidad tributaria. 

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Juicio de amparo indirecto. Por escrito presentado el 28 de enero de 2025, 

ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en 

materia Administrativa en la Ciudad de México, los quejosos solicitaron el 

amparo y protección de la justicia federal. 
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2. Los quejosos señalaron como garantías violadas en su perjuicio, las contenidas 

en los artículos 1, 4, 14, 16, 31 fracción IV, 115,122 Apartado A, fracción V de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1, fracción I, 107 

fracciones II y III, inciso b) de la Ley de Amparo. 

 

3. Asimismo, como autoridades responsables y actos reclamados señalaron los 

siguientes: 

 

a) Del Congreso de la Ciudad de México se reclama la discusión, 

aprobación y expedición del Código Fiscal de la Ciudad de México, 

vigente en el ejercicio fiscal del 2025, publicado en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México el 29 de diciembre del 2009 y reformado el 27 de 

diciembre del 2024, específicamente el sistema normativo contemplado 

en el título tercero capítulo I, de forma destacada los artículos 22, 73, 79, 

113, 116, 117, 118, 120, 122, 196, fracción I, 271, 273, 275 Bis, 275 Ter, 

289, 290, 292 y 293. 

 

b) Del Gobernador (sic) de la Ciudad de México se reclama la 

promulgación y sanción del Código Fiscal de la Ciudad de México, 

vigente en el ejercicio fiscal del 2025, publicado en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México el 29 de diciembre del 2009 y reformado el 27 de 

diciembre del 2024, específicamente el sistema normativo contemplado 

en el título tercero capítulo I, de forma destacada los artículos 22, 73, 79, 

113, 116, 117, 118, 120, 122, 196, fracción I, 271, 273, 275 Bis, 275 Ter, 

289, 290, 292 y 293. 

 

c) Del Secretario de Gobierno de la Ciudad de México se reclama la 

firma del Código Fiscal de la Ciudad de México, vigente en el ejercicio 

fiscal del 2025, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 

29 de diciembre del 2009 y reformado el 27 de diciembre del 2024, 

específicamente el sistema normativo contemplado en el título tercero 

capítulo I, de forma destacada los artículos 22, 73, 79, 113, 116, 117, 

118, 120, 122, 196, fracción I, 271, 273, 275 Bis, 275 Ter, 289, 290, 292 

y 293. 
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d) De la Secretaría de Administración y Finanzas del Gobierno de la 

Ciudad de México se reclama el cobro del impuesto sobre adquisición 

de inmuebles y del concepto de derechos, por las cantidades de 

$********** (********** pesos) y $********** (********** pesos), 

respectivamente. 

 

e) Del Congreso de la Unión se reclama la discusión, aprobación y 

expedición de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente en el ejercicio 

2025, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre 

del 2013, reformado el 1 de enero del 2024, específicamente los artículos 

125, 126, 130, 131 y 132. 

 

f) Del Presidente de la República Mexicana se reclama la promulgación 

y sanción del Decreto por el cual se expide la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, vigente en el ejercicio 2025, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 11 de diciembre del 2013, reformado el 1 de enero del 

2024, específicamente los artículos 125, 126, 130, 131 y 132. 

 

g) Del Secretario de Gobernación se reclama el refrendo y firma del 

Decreto por el cual se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente 

en el ejercicio 2025, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 

de diciembre del 2013, reformado el 1 de enero del 2024, 

específicamente los artículos 125, 126, 130, 131 y 132. 

 

h) Del Jefe del Servicio de Administración Tributaria se reclama el 

cobro del impuesto sobre la renta por adquisición de bienes por la 

cantidad de $********** (********** pesos). 

 

4. Sentencia de amparo. Substanciado el procedimiento, el 23 de abril del 2025, 

el Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México dictó 

sentencia en el expediente **********, en la que determinó sobreseer el juicio al 

actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, 

de la Ley de Amparo, al considerar que la naturaleza jurídica de la norma 

reclamada es de carácter heteroaplicativa, por lo que necesita un primer acto de 

aplicación para su impugnación. 

 



AMPARO EN REVISIÓN 384/2025 

 

4 

 

5. Recurso de revisión. Inconforme con dicha resolución, la parte quejosa 

interpuso recurso de revisión1, el cual fue radicado ante el Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, admitido mediante 

acuerdo de 4 de junio de 2025, quedando registrado con el número de 

expediente R.A.**********. 2 

 

6. Recursos de revisión adhesivas. Mediante autos de fechas 13 y 19 de junio 

del 2025, se tuvieron por admitidos los recursos de revisión adhesivos 

interpuestos por el **********, en representación de la **********, así como por la 

********** en representación de la **********, respectivamente.3 

 
7. Sentencia del Tribunal Colegiado. Mediante sentencia de 14 de agosto de 

2025,4 el tribunal colegiado del conocimiento determinó: a) revocar el 

sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida; b) sobreseer en el juicio por 

lo que toca a los artículos 22, 73, 79, 114, 115, 117, 118, 120, 122, 271, 273, 275 

bis, 275 ter, 289, 290, 292 y 293 del Código Fiscal de la Ciudad de México y 126, 

130 fracciones I, II, III y V, y 131 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes 

en el año 2025; c) No amparar ni proteger a los quejosos contra los artículos 

112, 113 y 116 del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el año 2025; 

d) Amparar y proteger a los quejosos contra el artículo 196, fracción I, inciso a), 

del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el año 2025; e) Declarar 

infundados los recursos de revisión adhesivos; y f) Declarar su incompetencia 

legal para realizar un pronunciamiento respecto del problema de 

constitucionalidad de los artículos 125, 130 fracción IV, y 132 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, por lo que ordenó remitir los autos a este Alto Tribunal 

para que resuelva el problema de constitucionalidad que subsiste.  

 

8. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Recibidos los autos 

en este Alto Tribunal, el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, por acuerdo de 2 de septiembre de 2025,5 lo registró con el número 

384/2025, admitió el presente asunto, determinó su avocamiento y proveyó 

 
1 Cuaderno del amparo en revisión **********, fojas 3 a 22. 
2 Ibidem, fojas 29 y 30. 
3 Ibidem, foja 45 a 61 y 65 a 81.  
4 Ibidem, fojas 85 a 113.  
5 Cuaderno del Amparo en Revisión 384/2025, fojas 28 a 37. 
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enviarlo a la ponencia del Ministro Irving Espinosa Betanzo para elaborar el 

proyecto de sentencia correspondiente. 

 

I. COMPETENCIA 
 

9. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente 

para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por 

los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), 83 de la Ley de Amparo vigente a 

partir del 3 de abril de 2013, y 16, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de 

diciembre de 2024; con relación a lo previsto en el Punto Segundo, fracción VIII, 

inciso a), del Acuerdo General 2/2025 (12a.) de 3 de septiembre de 2025, del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se precisan los 

asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales 

federales, en virtud de que el recurso de revisión se interpuso en contra de una 

sentencia dictada por un Juez de Distrito en un juicio de amparo indirecto. 

 

II. OPORTUNIDAD 
 

10. Es innecesario analizar la oportunidad con la que fue interpuesto el recurso de 

revisión por los quejosos recurrentes, así como la de los recursos de revisión 

adhesiva interpuestos por el **********, en representación de la **********, así 

como por la ********* en representación de la **********, respectivamente, habida 

cuenta de que el tribunal colegiado que conoció de dichos asuntos examinó tal 

cuestión, concluyendo que fueron presentados en los plazos legalmente 

establecidos para ello.6 

 
III. LEGITIMACIÓN 

 

11. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no hace 

pronunciamiento en cuanto a la legitimación del recurso de revisión del quejoso, 

así como de los recursos de revisión adhesivos, ya que el Tribunal Colegiado 

 
6 Cuaderno Amparo en Revisión **********, sentencia de catorce de agosto de dos mil veinticinco, Considerando 
Segundo. 
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que conoció del asunto examinó dichas cuestiones, concluyendo que se 

interpusieron por quienes se encontraban facultados para ello.7 

 

IV. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER 

 

12. A fin de resolver el presente asunto, conviene resumir los conceptos de violación 

que hicieron valer los quejosos en su demanda de amparo, únicamente en los 

que se planteó la inconstitucionalidad de los artículos 125, 130, fracción IV, y 132 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en los términos siguientes: 

 
SEXTO.- El sistema normativo contemplado en el Título IV, Capítulo V, DE 
LOS INGRESOS POR ADQUISICIÓN DE BIENES, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, de forma destacada (más no limitativa por su intrínseca 
relación con todo el sistema normativo) los preceptos 125, 126, 130, 131 
y 132, disposiciones que establecen la manera en la que se causará, 
calculará y pagará el Impuesto Sobre la Renta por Adquisición de Bienes, 
viola en perjuicio de los quejosos los artículos 1, 4 y 31, fracción IV, de 
la Constitución General de la República, por ser contrario a los 
derechos fundamentales a la progresividad de los derechos humanos, 
a la vivienda, a la protección de los adultos mayores, a recibir una 
pensión no contributiva, así como a la legalidad, equidad y 
proporcionalidad tributaria. 
(…) 
Como se advierte de los preceptos antes transcritos y, en general, del 
sistema tributario que establece el Impuesto Sobre la Renta por adquisición 
de bienes, en este caso, de bienes inmuebles, dicho sistema grava la 
diferencia entre el valor del avalúo y el de la contraprestación pactada, 
cuando aquél exceda en más de un 10% a esta contraprestación; sin 
embargo, dicha base gravable (diferencia entre el valor de avalúo y el de 
adquisición) contraviene los principios de legalidad tributaria y 
proporcionalidad normativa y tributaria, toda vez que en primer lugar, su 
existencia se deja en manos de un perito valuador y, en segundo lugar, 
no se justifica la selección del porcentaje a partir del cual se causará 
dicho impuesto. 
 
En efecto, si bien los peritos valuadores se consideran expertos en 
determinar el valor de un bien, son particulares ajenos al Legislativo, 
independientemente de que cuenten con una autorización de la autoridad 
administrativa para realizar avalúos, por lo que dejar en sus manos la 
existencia o inexistencia de la base tributaria de un impuesto contraviene el 
principio de legalidad establecido por el artículo 31, fracción IV, de nuestra 
Carta Magra. 

 
En la misma tesitura, dicha base gravable también contraviene el principio 
de proporcionalidad tanto normativa como tributaria, pues no existe una 
razón jurídicamente válida para que sólo se considere ingreso gravable 
cuando el citado avalúo exceda en más de 10% la contraprestación 
pactada, pues además de que no se advierte el motivo para fijar este 
porcentaje como causante del impuesto, si el valor del avalúo excediera en 

 
7 Ibidem, Considerando Tercero.  



AMPARO EN REVISIÓN 384/2025 

 

7 

 

un 9.9%, por una mínima diferencia, se colocaría fuera del supuesto de 
causación, lo cual genera una desproporcionalidad tributaria. 
 
Por último, el sistema normativo del Impuesto sobre la Renta que se reclama 
contraviene los principios de equidad y proporcionalidad tributaria por 
las siguientes motivos: 
 

• Da un trato igual a los desiguales al no hacer distinción alguna 
respecto a si se trata de un inmueble destinado a vivienda o a uso 
comercial, cuando en el primer caso se trataría de la protección al 
derecho fundamental a la vivienda reconocido por el artículo 4 
Constitucional. 

• Da un trato igual a los desiguales no hacer distinción alguna 
respecto al adquirente, esto es, a si se trata de alguna persona en 
situación de vulnerabilidad (como es el caso de los quejosos 
adultos mayores), cuando deben protegerse los derechos 
fundamentales a una vejez digna y a una pensión NO contributiva 
reconocidos por el articulo 4 Constitucional. 

• Solo permite efectuar deducciones hasta el cálculo del impuesto anual, 
sin tomar en cuenta a las personas que NO están obligadas a 
presentar declaración anual. 

• Da un trato igual a los desiguales al no hacer distinción alguna ni 
establecer deducción alguna para el caso de inmuebles que requieran 
reparaciones, adecuaciones, remodelaciones etc. para su 
habitabilidad 

 

13. Sentencia de amparo. Las consideraciones por las que el Juzgado Cuarto de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, sobreseyó el juicio, 

fueron en los términos siguientes:   

 

QUINTO. Causas de improcedencia. En el caso se actualiza la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, en relación con el 
artículo 5, de la Ley de Amparo, respecto a la aplicación de los artículos 22, 
73, 79, 112, 113, 117, 118, 120, 122, 196 fracción I, 271, 273, 275 bis, 275 
ter, 289, 290, 293 y 293 del Código Fiscal de la Ciudad de México, vigente 
para el año dos mil veinticinco y a la aplicación de los artículos 125, 126, 
130, 131 y 132, de la Ley del impuesto sobre la renta, reformado el uno de 
abril de dos mil veinticuatro, vigente para el año dos mil veinticinco; ello, 
debido a que cuando el acto reclamado no afecta de manera directa y actual 
los derechos de las quejosas, sino que se requiere un acto de aplicación 
posterior para que dicho perjuicio se materialice. 
 
Para demostrar el acierto conviene precisar que los artículos controvertidos 
establecen el tocante al hecho imponible, sujeto pasivo y objeto de la 
contribución, la obligación de pagar la cuota fija, la mecánica de pago, así 
como la inscripción en el registro público de los documentos; es decir, para 
cuando se adquiera un inmueble y para cuando se inscriba o se realice 
alguna anotación o cancelación en el Registro Público de la Propiedad y de 
Comercio, asimismo, respecto de la enajenación de bienes inmuebles. 
 
Ahora bien, la parte quejosa promovió el presente juicio de amparo contra 
normas generales con motivo del primer acto de aplicación; por ello, para 
acreditar su interés jurídico es necesario que demuestre, con medios de 
convicción fehaciente e idóneo, que en su carácter de sujeta pasiva de la 



AMPARO EN REVISIÓN 384/2025 

 

8 

 

contribución local en mención, al haber solicitado durante el ejercicio fiscal 
dos mil veinticinco la prestación de los servicios de inscripción del acto 
jurídico en comento. 
 
Conviene subrayar que la norma impugnada es de naturaleza 
heteroaplicativa, ya que su sola entrada en vigor no generó una afectación 
directa e inmediata al patrimonio de las quejosas. La parte quejosa no 
acreditó que la norma haya sido aplicada por la autoridad responsable de 
manera directa, sino que su afectación deriva de una interpretación 
hipotética y de actos futuros inciertos; dicho de otra manera, en el presente 
juicio no se advierte la existencia de constancia idónea que acredite que la 
quejosa haya efectuado la erogación correspondiente a la práctica de los 
referidos actos jurídicos; 
 
En el caso concreto, la quejosa presenta la factura con folio fiscal **********, 
emitida en favor de la quejosa el diez de enero de dos mil veinticinco; sin 
embargo, debe destacarse que si bien cuenta con la leyenda de pagos por 
cuenta de terceros, relativa a de impuestos, derechos y erogaciones en la 
escritura de compraventa, esa cantidad no fue facturada, toda vez que en la 
descripción se señalan únicamente honorarios, reflejando un total de 
********** pesos 00/100, misma cantidad que se aprecia de la Verificación de 
comprobantes fiscales digitales por internet de la página de la secretaria de 
hacienda y crédito público, que corresponde únicamente a los honorarios por 
la escritura de la compraventa, no así al pago de impuestos o derechos; por 
lo tanto, no es prueba apta de la que se advierta que la parte quejosa haya 
realizado la erogación correspondiente a la práctica de dicho acto jurídico. 
 
En ese sentido, este órgano jurisdiccional concluye que los artículos 22, 73, 
79, 112, 113, 117, 118, 120, 122, 196 fracción I, 271, 273, 275 bis, 275 ter, 
289, 290, 293 y 293 del Código Fiscal de la Ciudad de México, vigente para 
el año dos mil veinticinco y los artículos 125, 126, 130, 131 y 132, de la Ley 
del impuesto sobre la renta, reformado el uno de abril de dos mil veinticuatro, 
vigente para el año dos mil veinticinco, no genera un agravio en la esfera 
jurídica de la quejosa. Por tanto, carece de interés jurídico y legítimo para 
controvertirlo en el presente juicio. 
 
Debido a que llega a la conclusión que no se satisface el requisito 
imprescindible de evidenciar la afectación que la quejosa argumenta le 
causa el acto reclamado, pues se insiste, en el presente juicio no obra 
constancia apta de la que se advierta que la quejosa haya realizado la 
erogación correspondiente a la práctica de dicho acto jurídico, y la afectación 
debe ser susceptible de apreciarse en forma objetiva para que pueda 
constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que el interés jurídico debe 
acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones. 
 
En virtud de lo expuesto, este órgano jurisdiccional concluye que la quejosa 
no ha satisfecho el requisito imprescindible de acreditar una afectación 
directa y actual derivada del acto reclamado. De la revisión de autos, no se 
advierte constancia probatoria idónea que permita demostrar que haya 
realizado la erogación correspondiente por concepto del impuesto 
cuestionado. 
 
Luego, al no haberse demostrado que le perjudique de manera personal y 
directa a la quejosa con fundamento en el artículo 63, fracción V, en relación 
con el diverso 61, fracción XII, de la ley de la materia, se impone sobreseer 
respecto de los artículos 22, 73, 79, 112, 113, 117, 118, 120, 122, 196 
fracción I, 271, 273, 275 bis, 275 ter, 289, 290, 293 y 293 del Código Fiscal 
de la Ciudad de México y de los artículos 125, 126, 130, 131 y 132, de la Ley 
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del impuesto sobre la renta, reformado el uno de abril de dos mil veinticuatro, 
vigentes para el año dos mil veinticinco. 

 

14. Recursos de revisión. En el recurso de revisión el quejoso, hizo valer en 

esencia lo siguiente: 

 

ÚNICO. La sentencia definitiva de 23 de abril de 2025 desatiende lo 
dispuesto por los artículos 65, 74, fracciones II y III, y 107, fracción 1 y II, 
189 y 217 de la Ley de Amparo, en relación con los artículos 1 y 17 
Constitucionales, respecto al derecho de los gobernados de acceso a la 
justicia, pues la determinación del A'quo resulta denegatoria de justicia, 
además de ser contraria a los principios de mayor protección a los derechos 
fundamentales y de impartición completa, congruente y eficaz de 
justicia, en relación con los principios de objetividad e indubitabilidad de 
las causales de improcedencia, así como el derecho de los justiciables 
al mayor beneficio en la administración de dicha justicia. 
 
Que toda persona tiene el derecho fundamental de acceso a la justicia y 
que el sobreseimiento de un juicio solo podrá decretarse cuando no 
exista duda de su actualización, además de que la administración de 
justicia, en todos los niveles, se rige por el principio de mayor beneficio y 
solución de fondo del conflicto. 
 
Los órganos jurisdiccionales, al resolver un litigio, deben hacerlo de la 
manera que más beneficie al justiciable, resolviendo la cuestión 
efectivamente planteada, esto es, el fondo de la controversia, evitando en 
la medida jurídicamente posible, reenvíos de jurisdicción innecesarios 
y dilatorios de la impartición de justicia, resultando evidente que un 
sobreseimiento que no resulta ni evidente ni indubitable, conlleva 
denegación y dilación en la administración de justicia. 
 
De la lectura de la sentencia que por esta vía se impugna, el Juzgador al 
emitir la misma, resuelve sobreseer como se advierte en 
el CONSIDERANDO QUINTO Y RESOLUTIVO ÚNICO, lo que evidencia un 
estudio parcial, subjetivo e incorrecto del escrito de demanda, de las leyes 
aplicables (que no son objeto de prueba) y de las pruebas ofrecidas por los 
quejosos, con todas ellas si se demostró claramente que los quejosos son 
sujetos de las contribuciones reclamadas y que dichas cantidades fueron 
entregadas a un fedatario público quien, a su vez, materialmente las entregó 
a los fiscos federal y local, pues como es de explorado derecho e incluso el 
propio Juez A'quo acepta en su considerando TERCERO, el acto de 
aplicación de una Ley, también es la que realiza un particular cuando 
actúa por mandato expreso de la ley. 

 

15. Sentencia del Tribunal Colegiado. Mediante sentencia de 14 de agosto de 

2025, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito 

determinó revocar el sobreseimiento decretado; sobreseer en el juicio por lo que 

toca a los artículos 22, 73, 79, 114, 115, 117, 118, 120, 122, 271, 273, 275 bis, 

275 ter, 289, 290, 292 y 293 del Código Fiscal de la Ciudad de México y 126, 

130, fracciones I, II, III y V, y 131 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes 

en el año 2025, ya que no existió acto concreto de aplicación de dichas normas; 
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por otro lado, determinó no amparar ni proteger a los quejosos contra los 

artículos 112, 113 y 116 del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el 

año 2025, ya que las exenciones y reducciones en el pago del tributo benefician 

a ciertos grupos de persona físicas a los cuales no pertenecen los quejosos; así 

también determinó amparar y proteger a los quejosos contra el artículo 196, 

fracción I, inciso a), del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el año 

2025 en atención a la jurisprudencia PC.I.A. J/129 A (10a.), de rubro 

DERECHOS POR LA INSCRIPCIÓN DE DOCUMENTOS Y ACTOS EN EL 

REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE COMERCIO. EL ARTÍCULO 

196, FRACCIÓN I, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, QUE PREVÉ UN MONTO SUPERIOR AL PREVISTO EN EL 

PÁRRAFO PRIMERO; se declararon infundados los recursos de revisión 

adhesivos; finalmente, determinó que carecía de competencia para analizar los 

artículos 125, 130, fracción IV, y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya 

que no existe jurisprudencia sobre el tema debatido, ni precedente obligatorio 

que resuelva los planteamientos de constitucionalidad hechos valer por los 

inconformes.  

 

V. CUESTIÓN PREVIA 
 

16. Como se puede advertir de los antecedentes narrados, el Juzgado de Distrito 

decretó el sobreseimiento respecto del sistema normativo contenido en los 

artículos 125, 126, 130, 131 y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

reformado el 1 de abril 2024, así como los artículos 22, 73, 79, 112, 113, 117, 

118, 120, 122, 196, fracción I, 271, 273, 275 ter, 289, 290 y 293 del Código Fiscal 

de la Ciudad de México vigente en dos mil veinticinco, al estimar que no generan 

un agravio en la esfera jurídica de la quejosa por lo que la quejosa carece de 

interés jurídico para controvertirlo en juicio de amparo. 

 

17. Inconforme con lo anterior, la quejosa interpuso recurso de revisión formulando 

argumentos en contra del sobreseimiento, mientras que las autoridades 

recurrentes adhesivas formularon argumentos tendentes a sostener dicho 

sobreseimiento. 
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18. Al respecto mediante sentencia de 14 de agosto de 2025 el Tribunal Colegiado 

analizó los argumentos de la recurrente principal y de la recurrente adhesiva 

determinando: 

 

• Revocar el sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida 

 

• Sobreseer en el juicio por lo que toca a los artículos 22, 73, 79, 114, 115, 

117, 118, 120, 122, 271, 273, 275 bis, 275 ter, 289, 290, 292 y 293 del 

Código Fiscal de la Ciudad de México y 126, 130 fracciones I, II, III y V, y 

131 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes en el año 2025. 

 

• No amparar ni proteger a los quejosos contra los artículos 112, 113 y 116 

del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el año 2025.  

 

• Amparar y proteger a los quejosos contra el artículo 196, fracción I, inciso 

a), del Código Fiscal de la Ciudad de México vigente en el año 2025.  

 

• Declarar infundados los recursos de revisión adhesivos. 

 

• Declarar su incompetencia legal para realizar un pronunciamiento 

respecto del problema de constitucionalidad de los artículos 125, 130, 

fracción IV, y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por lo que ordenó 

remitir los autos a este Alto Tribunal para que resuelva el problema de 

constitucionalidad que subsiste. 

 

19. Por lo anterior, se precisa que la materia de la presente resolución se limita 

únicamente al estudio del sexto concepto de violación planteado en la demanda 

de amparo, en el que se impugna la constitucionalidad de los artículos 125, 130, 

fracción IV y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

 

20. No es la primera ocasión que esta Suprema Corte se ocupa de analizar el 

sistema impositivo que establece la obligación tributaria que deben cumplir los 

adquirentes de bienes inmuebles en términos de lo previsto en la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

 



AMPARO EN REVISIÓN 384/2025 

 

12 

 

21. La extinta Segunda Sala de la Suprema Corte resolvió el amparo en revisión 

380/2018, allí se sustentaron diversas consideraciones sobre el referido sistema 

impositivo, mismas que este Tribunal Pleno estima necesario retomar. 

 

22. En dicho precedente se dijo que la compraventa de bienes inmuebles como acto 

jurídico es común en las relaciones sociales, y es una clara manifestación de 

riqueza que puede modificar el patrimonio tanto del enajenante como del 

adquirente. Por ello, el legislador tributario ha mostrado a través del tiempo una 

preocupación constante en regular de la mejor forma posible sus efectos fiscales 

en lo que concierne al impuesto sobre la renta.  

 

23. La citada Sala expuso que inicialmente la potestad tributaria normativa puso 

énfasis en el enajenante, quien debía pagar el impuesto sobre la renta por los 

ingresos percibidos por la venta del bien. Así lo hizo desde la Ley del Impuesto 

sobre la Renta publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre 

de 1964, cuando en su artículo 60, reguló como un impuesto sobre producto 

(entre otros) aquél que se recibía en efectivo o en especie por concepto de 

enajenación de inmuebles (fracción III).  

 

24. En esa lógica -añade el precedente citado- el precio pactado por las partes 

contratantes presenta por sí mismo diversos problemas sobre la objetividad de 

la base, pues el precio pactado finalmente es un acuerdo de voluntades que se 

plasma en el contrato de compraventa.   

 

25. Dentro de los problemas fácticos que ha tenido que regular el legislador 

tributario, es el qué hacer cuando se pacta un precio inferior al valor del mercado 

del bien inmueble; y en concreto, el determinar si el adquirente obtuvo un ingreso 

al haber erogado una cantidad menor a la que realmente correspondía al 

inmueble adquirido. 

 

Artículos 125, 130, fracción IV y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

26. El contenido de las disposiciones impugnadas por la parte quejosa es el 

siguiente. 
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Artículo 125. Los contribuyentes podrán solicitar la práctica de un avalúo 
por corredor público titulado o institución de crédito, autorizados por las 
autoridades fiscales. Dichas autoridades estarán facultadas para practicar, 
ordenar o tomar en cuenta, el avalúo del bien objeto de enajenación y cuando 
el valor del avalúo exceda en más de un 10% de la contraprestación pactada 
por la enajenación, el total de la diferencia se considerará ingreso del 
adquirente en los términos del Capítulo V del Título IV de esta Ley; en cuyo 
caso, se incrementará su costo con el total de la diferencia citada.  
 
Tratándose de valores que sean de los que se coloquen entre el gran público 
inversionista, conforme a las reglas generales que al efecto expida el 
Servicio de Administración Tributaria, cuando se enajenen fuera de bolsa, 
las autoridades fiscales considerarán la cotización bursátil del último hecho 
del día de la enajenación, en vez del valor del avalúo. 
 
Artículo 130. Se consideran ingresos por adquisición de bienes:  
(…) 
IV. Los supuestos señalados en los artículos 125, 160 y 161 de esta Ley 
 
Artículo 132. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados 
en este Capítulo cubrirán, como pago provisional a cuenta del impuesto 
anual, el monto que resulte de aplicar la tasa del 20% sobre el ingreso 
percibido, sin deducción alguna. El pago provisional se hará mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas dentro de los 15 
días siguientes a la obtención del ingreso. Tratándose del supuesto a que se 
refiere la fracción IV del artículo 130 de esta Ley, el plazo se contará a partir 
de la notificación que efectúen las autoridades fiscales.  
 
En operaciones consignadas en escritura pública en las que el valor del bien 
de que se trate se determine mediante avalúo, el pago provisional se hará 
mediante declaración que se presentará dentro de los quince días siguientes 
a la fecha en que se firme la escritura o minuta. Los notarios, corredores, 
jueces y demás fedatarios, que por disposición legal tengan funciones 
notariales, calcularán el impuesto bajo su responsabilidad y lo enterarán 
mediante la citada declaración en las oficinas autorizadas y deberán expedir 
comprobante fiscal, en el que conste el monto de la operación, así como el 
impuesto retenido que fue enterado. Dichos fedatarios, dentro de los quince 
días siguientes a aquél en que se firme la escritura o minuta a más tardar el 
día 15 de febrero de cada año, deberán presentar ante las oficinas 
autorizadas, la información que al efecto establezca el Código Fiscal de la 
Federación respecto de las operaciones realizadas en el ejercicio inmediato 
anterior. 

 

27. De las disposiciones citadas destaca que el legislador federal estableció un 

régimen de determinación y acumulación del ingreso para los adquirentes de los 

bienes inmuebles cuando el valor del avalúo exceda en más del 10% de la 

contraprestación pactada por la enajenación. De dicho régimen se advierten tres 

obligaciones específicas: i) la primera consiste en dar tratamiento de ingreso a 

la diferencia entre el avalúo y el total de la contraprestación pactada por las 

partes; ii) una segunda obligación consiste en que el contribuyente deberá 

acumular a los demás ingresos percibidos en el ejercicio dicha diferencia y 

determinar el impuesto anual conforme lo previsto en el artículo 152 de la Ley 
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del Impuesto sobre la Renta; iii) la tercera obligación se contiene en el artículo 

132 y consiste en efectuar un pago provisional, aplicando para ello la tasa del 

20% al ingreso percibido sin deducción alguna. 

 

28. Ahora bien, de la demanda de amparo se advierte que la parte quejosa 

controvierte el sistema impositivo antes señalado, estableciendo que vulnera los 

derechos fundamentales a la progresividad de los derechos humanos, a la 

vivienda, a la protección de los adultos mayores a recibir una pensión no 

contributiva, así como a los principios de legalidad, equidad y proporcionalidad 

tributarias.  

 

29. No obstante, en el desarrollo del planteamiento de inconstitucionalidad que se 

contiene en el sexto concepto de violación, únicamente se desarrollan 

argumentos sobre la violación al principio de legalidad tributaria porque 

considera la quejosa que se deja en manos de un perito valuador la 

determinación de la base gravable del impuesto sobre la renta, cuando dicha 

labor corresponde en exclusiva al legislador. Otro argumento que se desarrolla 

es el relativo a la violación al principio de proporcionalidad tributaria, pues 

considera la quejosa que haber fijado un porcentaje de diferencia del 10% entre 

el valor fijado en el avalúo y el pactado por las partes carece de una razón válida, 

ya que no se incluye a aquellos avalúos que no excedan dicho porcentaje 

respecto del valor de la compraventa celebrada entre las partes.  

 

30. Finalmente, desarrolla un planteamiento de inequidad al establecer que el 

sistema normativo impugnado da un trato igual a desiguales al no hacer 

distinción alguna respecto a si se trata de un inmueble destinado a vivienda o a 

uso comercial, así como tampoco se hace una distinción entre personas en 

situación de vulnerabilidad como son los adultos mayores; así como la 

imposibilidad de aplicar deducciones hasta la declaración anual, sin tomar en 

cuenta a las personas que no están obligadas a presentar tal declaración, por 

último, añade que el legislador no hizo distinción ni estableció deducción alguna 

para el caso de inmuebles que requieran reparaciones, adecuaciones, 

remodelaciones para su habitabilidad. 

 

31. Los argumentos antes referidos son en una parte infundados y en otra 

inoperantes, conforme a las consideraciones que se desarrollan a continuación. 
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32. Son inoperantes, y por ende deben excluirse del estudio de fondo los 

planteamientos siguientes: i) los que alegan que el legislador no hizo distinción 

entre sujetos que realizan declaraciones anuales y quienes no tienen dicha 

obligación, ii) los que alegan que deben distinguirse inmuebles destinados a 

vivienda y a uso comercial y iii) aquellos que refieren que no hay distinción entre 

inmuebles que requieran reparaciones, adecuaciones y/o remodelaciones para 

hacerlos habitables. 

 

33. A juicio de este Tribunal Pleno la parte quejosa sustenta sus afirmaciones en 

premisas incorrectas, pues considera que la carga tributaria impuesta al 

adquirente por el legislador toma como base el destino del inmueble materia de 

la compraventa, cuestión que no es así, pues si bien es cierto que el legislador 

incorporó la obligación de acumular el ingreso, ello obedece a que el adquirente 

obtuvo un incremento patrimonial al haber pagado una cantidad menor al valor 

real del bien inmueble; esto es, haber desembolsado una cantidad inferior a la 

que hubiese pagado de haber pactado como precio de venta el valor comercial 

del bien adquirido genera un incremento en el patrimonio hasta por el monto de 

la cantidad “ahorrada”. En esta medida, la naturaleza o destino del inmueble 

adquirido no es un elemento relevante para la determinación de la obligación 

tributaria del sujeto adquirente, como si lo fuese para el enajenante, para quien 

estas características del inmueble son relevantes para determinar, por ejemplo, 

si se ubica en un régimen de exención de pago.8 

 

34. Por ende, dado que la obligación tributaria del adquirente está desvinculada del 

destino o naturaleza que tenga el bien inmueble esta Suprema Corte no se 

encuentra en aptitud de analizar los argumentos que formula la quejosa en este 

sentido. 

 

35. También se debe excluir del análisis constitucional la argumentación relativa a 

que el legislador no toma en cuenta que hay personas que no están obligadas a 

presentar declaración anual, en virtud de que la parte quejosa parte de una 

premisa incorrecta. 

 
8 Al respecto, el artículo 93, fracción XIX, inciso a) de la Ley del Impuesto sobre la Renta expresamente señala: 
“No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos: (…) XIX. Los derivados de: a) 
La casa habitación del contribuyente…”  
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36. Ello es así, pues pierde de vista que el impuesto sobre la renta es una 

contribución de naturaleza anual, lo que quiere decir que la cuantificación de la 

obligación tributaria por los ingresos percibidos debe realizarse, como regla 

general, al final del ejercicio fiscal. El elemento determinante para saber si se 

está obligado a presentar declaración anual es la naturaleza del hecho imponible 

que da lugar a la obtención del ingreso y no si la persona se encuentra 

previamente obligada a presentar declaración anual por otras obligaciones. 

 

37. Por ende, no es factible llevar a cabo el escrutinio constitucional del sistema 

normativo impugnado en los términos propuestos por la quejosa, pues no hay 

una obligación constitucional para el legislador de tomar en cuenta si 

previamente el contribuyente tenía obligación de presentar declaración anual 

para fijar dicha obligación, por el contrario, la confección de los diversos sistemas 

impositivos atiende a la naturaleza del hecho imponible. Así, en el marco de la 

libre configuración con que cuenta el legislador para diseñar regímenes 

impositivos encontramos determinadas actividades cuyo hecho imponible 

incorpora la obligación de presentar pagos provisionales, además del cálculo 

final en la declaración anual (independientemente si previo a la realización de 

estos hechos no hayan tenido el carácter de sujetos pasivos del impuesto sobre 

la renta); en cambio, existen casos en que el legislador ha determinado que la 

percepción de cierto tipo de ingresos genere la obligación de efectuar un solo 

pago con carácter de definitivo dada la particularidad de la actividad gravada.  

 

38. Lo anterior de ninguna manera implica que la resolución de este Tribunal Pleno 

no tome en cuenta los demás argumentos aducidos por la quejosa en su sexto 

concepto de violación. En los siguientes párrafos dichos argumentos serán 

analizados a fin de determinar si es o no constitucional el sistema normativo 

impugnado. 

 

39. En primer lugar, nos ocuparemos de analizar si el legislador vulneró el principio 

de legalidad tributaria al dejar en manos de un perito valuador la existencia de la 

base tributaria en materia de impuesto sobre la renta. 

 

40. Dicho planteamiento es infundado. 
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41. La doctrina jurisprudencial desarrollada por esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación ha establecido que el objeto del impuesto sobre la renta lo constituyen 

los ingresos y que la producción de éstos, operación tras operación, es lo que 

determina la generación de dicho gravamen, tal y como se desprende de la tesis 

jurisprudencial de rubro “RENTA. SOCIEDADES MERCANTILES. OBJETO Y 

MOMENTO EN QUE SE GENERA EL IMPUESTO” 9. 

 

42. Desarrollando dicha apreciación, este Alto Tribunal adicionalmente ha sostenido 

que la determinación del tributo en cuestión se justifica si la imposición se efectúa 

sobre el impacto patrimonial positivo apreciable en el gobernado, el cual podría 

evidenciarse al considerar no sólo el ingreso bruto. 

 

43. El deber de contribuir al gasto público se encuentra contenido en el artículo 31, 

fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

precepto del que deriva que tal obligación debe cumplirse bajo parámetros de 

legalidad, equidad y proporcionalidad en el ámbito tributario. 

 

44. Esto es, el incremento en el patrimonio de un gobernado actualiza el hecho 

imponible del Impuesto sobre la Renta, ello obliga al gobernado a determinar el 

impuesto en la forma y términos establecidos por el legislador. Por disposición 

expresa del artículo 90 de la Ley del Impuesto sobre la Renta la obligación de 

pago a cargo de las personas físicas ocurre cuando “[O]btengan ingresos en 

efectivo, en bienes, devengado cuando en los términos de este Título señale, en 

crédito, en servicios en los casos que señale esta Ley o de cualquier otro 

tipo…”.  

 

 
9 Tesis emitida por el Tribunal Pleno en la novena época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo IV, página 101, de octubre de 1996, cuyo texto se transcribe a continuación: “De conformidad con el 
artículo 1o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el objeto de este impuesto está constituido por los ingresos y no 
por las utilidades que tengan los sujetos pasivos del mismo. La obligación tributaria a cargo de éstos nace en el 
momento mismo en que se obtienen los ingresos, bien sea en efectivo, en bienes, en servicios o en crédito, como 
lo establece el artículo 15 del mismo ordenamiento, y no hasta que al término del ejercicio fiscal se determina que 
hubo utilidades. No es óbice para esta conclusión el hecho de que sean las utilidades las que constituyen la base a 
la que habrá de aplicarse la tarifa de acuerdo con la cual se determinará el impuesto, así como tampoco la 
circunstancia de que aun cuando haya ingresos, si no hay utilidades, no se cubrirá impuesto alguno, pues en este 
caso debe entenderse que esos ingresos que, sujetos a las deducciones establecidas por la ley, no produjeron 
utilidades, están desgravados, y lo que es más, que esa pérdida fiscal sufrida en un ejercicio fiscal, será motivo de 
compensación en ejercicio posterior. No es cierto pues, que el impuesto sobre la renta se causa anualmente, ya 
que, como se dijo, éste se va causando operación tras operación en la medida en que se vayan obteniendo los 
ingresos; por ende, no es cierto tampoco, que al realizar pagos provisionales a cuenta del impuesto, se esté 
enterando un tributo no causado y que ni siquiera se sabe si se va a causar. El impuesto se ha generado, se va 
causando operación tras operación, ingreso tras ingreso, y el hecho de que, de conformidad con el artículo 10 de la 
ley en comento, sea hasta el fin del ejercicio fiscal cuando se haga el cómputo de los ingresos acumulables, y se 
resten a éstos las deducciones permitidas por la ley, para determinar una utilidad fiscal que va a constituir la base 
(no el objeto), a la que se habrá de aplicar la tarifa que la misma ley señala, para obtener así el impuesto definitivo 
a pagar, no implica que dicha utilidad sea el objeto del impuesto y que éste no se hubiese generado con anterioridad”. 
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45. En el caso, el legislador federal señaló que en aquellos casos en que los 

adquirentes de bienes inmuebles paguen una cantidad menor a su valor 

comercial (obtenido por medio de avalúo), deberán acumular la diferencia 

obtenida en la medida que dicha diferencia exceda del 10% de la 

contraprestación pactada. Este Tribunal Pleno estima que tal medida es 

consistente con el esquema tributario contenido en la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, pues basta advertir que cuando se pacta por las partes un valor inferior 

al real sí se genera un beneficio económico en favor del adquirente al haber 

desembolsado una cantidad menor al valor comercial del bien que ingresó a su 

patrimonio. 

 

46. Como se relató, la quejosa afirma que esta medida legislativa es inconstitucional 

porque deja en manos de un perito determinar la base gravable del tributo, lo 

que considera transgresor del principio de legalidad tributaria. Ésta afirmación 

resulta infundada pues la decisión del legislador de fijar el valor del inmueble 

mediante avalúo practicado por corredor público titulado o institución de crédito 

autorizados por las autoridades fiscales, constituye un elemento objetivo que 

determina el valor real del inmueble, ya que a partir de esta medición se estará 

en aptitud de dictaminar si la cantidad pactada por las partes  es real o si por el 

contrario, se pagó una cantidad menor al valor comercial del inmueble; esta 

hipótesis normativa tiene por objeto detectar aquellas prácticas elusivas por las 

partes contratantes. 

 

47. Infundado resulta también el planteamiento de la quejosa en el que afirma que 

la medida legislativa que establece como ingreso acumulable la diferencia del 

10% existente entre el valor del bien pactado por las partes y el determinado 

mediante avalúo viola el principio de proporcionalidad tributaria ya que no se 

advierte el motivo para fijar este porcentaje como causante del impuesto, 

además de que el legislador deja fuera del supuesto de causación porcentajes 

de 9.9% o menores. 

 

48. A criterio de este Tribunal Pleno la fijación del porcentaje del 10% como 

parámetro para fijar el ingreso que debe acumular el adquirente del bien 

inmueble no resulta desproporcional en la medida que la potestad tributaria 

implica para el Estado, a través de las autoridades legislativas competentes, la 

facultad de determinar el objeto de los tributos, involucrando cualquier actividad 
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de los gobernados que sea reflejo de capacidad contributiva, de ahí que uno de 

los principios que legitima la imposición de las contribuciones es, precisamente, 

el de la identificación de la capacidad para contribuir a los gastos públicos por 

parte de los gobernados. Por ende, si en el caso no está a discusión que la 

subvaluación del bien inmueble generó una modificación positiva en su 

patrimonio y ello se encuentra sustentado en un elemento objetivo como lo es el 

avalúo no se advierte inconstitucionalidad alguna en la decisión legislativa de 

establecer la obligación del causante de acumular el ingreso.  

 

49. Finalmente, es infundado el planteamiento relativo a que el legislador incumplió 

con la obligación de establecer diferencia en el tratamiento fiscal a los adultos 

mayores, dado que se trata de un grupo vulnerable. 

 

50. Al respecto, este Tribunal Pleno estima oportuno reiterar -en la parte conducente- 

los razonamientos sustentados por la extinta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación al resolver el Amparo directo en revisión 1399/2013  

en el que estableció que el envejecimiento de una persona no necesariamente 

conduce a un estado de vulnerabilidad; y cuando ello acontece, es necesario 

advertir que la vulnerabilidad puede obedecer a diversos aspectos, como son la 

disminución de la capacidad motora y la disminución de la capacidad intelectual, 

que a su vez puede conducir a una discriminación social, familiar, laboral y 

económica. En ese orden de ideas, el solo hecho de manifestar que se es un 

adulto mayor es insuficiente para considerar que en automático debe 

establecerse un esquema cedular especial de tributación.10 

 
10 ADULTOS MAYORES. EL ENVEJECIMIENTO NO NECESARIAMENTE CONDUCE A UN ESTADO DE 
VULNERABILIDAD QUE HAGA PROCEDENTE EL BENEFICIO DE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
No se puede negar que cada vez es más amplia la gama de grupos que se ven beneficiados por esa institución, 
pero en esa gama no se encuentra el grupo relativo a los adultos mayores, porque el envejecimiento no 
necesariamente conduce a un estado de vulnerabilidad; y cuando ello acontece, es necesario advertir que la 
vulnerabilidad puede obedecer a diversos aspectos, como son la disminución de la capacidad motora y la 
disminución de la capacidad intelectual, que a su vez puede conducir a una discriminación social, familiar, laboral y 
económica. En ese orden de ideas, el solo hecho de manifestar que se es un adulto mayor, es insuficiente para 
considerar que en automático opera la suplencia de la queja, pues ello sólo acontece cuando se demuestra que el 
envejecimiento que conlleva el ser un adulto mayor, ha colocado a la persona en un estado de vulnerabilidad, y que 
esa vulnerabilidad realmente le imposibilita acceder de forma efectiva al sistema de justicia, pues aunque es 
innegable el hecho de que en su gran mayoría, los adultos mayores enfrentan problemas económicos, de trabajo, 
seguridad social y maltrato, y que ello los coloca en desventaja respecto del resto de la población, lo cual ha llevado 
a considerar que los adultos mayores son vulnerables porque en un alto porcentaje son sujetos de desempleo o de 
condiciones de trabajo precarias y sufren, muy frecuentemente, carencias económicas y de seguridad social, lo que 
los convierte en personas dependientes y víctimas de un comportamiento adverso social hacia ellos; y que debido a 
esa vulnerabilidad merecen una especial protección, lo cual incluso se ve robustecido por el hecho de que los 
instrumentos internacionales y los regímenes jurídicos modernos han venido marcando una línea de protección 
especial a los adultos mayores, con el objeto de procurarles mejores condiciones en el entramado social, lo que 
pretende lograrse garantizándoles el derecho a: i) un estándar de vida adecuado, incluyendo alimentación, vivienda 
y vestimenta; ii) seguro social, asistencia y protección; iii) no discriminación en tratándose de empleo, acceso a 
vivienda, cuidado de la salud y servicios sociales; iv) servicios de salud; v) ser tratado con dignidad; vi) protección 
ante el rechazo o el abuso mental; vii) participar en los espacios sociales, económicos, políticos y culturales; y viii) 
participar enteramente en la toma de decisiones concernientes a su bienestar; se debe dejar en claro que la 
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51. Consideraciones las anteriores, por las que este Tribunal Pleno reitera su 

convicción en el sentido de que no se violan los principios de proporcionalidad y 

equidad tributarias, al establecerse de manera general en el sistema normativo 

impugnado la obligación de reconocer como ingreso el incremento patrimonial 

que representa para el adquirente del bien inmueble la diferencia existente entre 

el avalúo y el precio pactado en el acto de enajenación cuando dicha diferencia 

sea equivalente o superior al 10%.  

 

VII. DECISIÓN 

 

Al haber resultado infundados e inoperantes los argumentos que se contienen 

en el sexto concepto de violación de la demanda de amparo, este Tribunal Pleno 

determina reconocer la constitucionalidad del sistema impositivo contenido en 

los artículos 125, 130, fracción IV, y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

Por lo anterior, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

 

RESUELVE 

 

ÚNICO. La justicia de la unión no ampara ni protege a **********, en contra de los 

artículos 125, 130, fracción IV, y 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

NOTIFÍQUESE; con testimonio de la presente resolución, devuélvanse los autos 

a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el presente toca como 

asunto concluido. 

 

 

 
protección especial que se busca, debe ser a partir de un modelo social, en el que se tome conciencia de que la 
vulnerabilidad en que pueden encontrarse los adultos mayores, en su gran mayoría, obedece a las propias barreras 
que la organización social genera al no atender de manera adecuada la situación en que se encuentran; sin embargo, 
ello no conduce a considerar que por el simple hecho de ser un adulto mayor debe operar en su beneficio la suplencia 
de la queja,  pues no todos los adultos mayores son vulnerables y la vulnerabilidad a que pueden enfrentarse, en 
especial desde el ámbito social, puede ser muy variada; de ahí que  no basta con alegar que se es un adulto mayor 
para opere la suplencia de la queja. 

 
 


